                                                             TUTELA PRIMERA INSTANCIA

                                         RADICACIÓN: 6600122040002005-00061-00

                                         ACCIONANTE:    JUAN FRANCISCO BOLÍVAR

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, agosto treinta y uno de dos mil cinco

Aprobado por acta No.  430        Hora: 05:30 pm

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JUAN FRANCISCO BOLÍVAR, contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, al considerar violados sus derechos a la acumulación jurídica de penas, a la libertad y a la vida.  

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito pertinente, se puede concretar en:

1.1.- El señor JUAN FRANCISCO BOLÍVAR fue condenado por las conductas punibles de acto sexual abusivo y hurto calificado dentro de un proceso radicado con el número 2005-220, a la pena de doce (12) años y seis (6) meses de prisión.

1.2.- Posteriormente recibió una segunda condena que le profiriera el Juzgado Octavo Penal Municipal de Ibagué, imponiéndole treinta y seis (36) meses de prisión.

1.3.- Solicitó por primera vez la acumulación jurídica de penas mientras se encontraba purgando pena en el municipio de Aguadas (Cds.) y al ser remitido a la cárcel de Pereira volvió a solicitar la aplicación de tal figura, pero tal solicitud nunca fue resuelta por el juez competente, con lo cual se presentó una dilación injustificada en la resolución de su petición de acumulación jurídica de penas. Además señala que no se corrigieron los actos irregulares, para lo cual se debieron tener en cuenta siempre sus derechos y garantías como sujeto procesal.

Solicita mediante la acción constitucional, que se ordene al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad hacer la acumulación jurídica de los procesos radicados con los números 2005-220 y 2005-708.

3.- CONTESTACIÓN

El titular del despacho accionado, guardó silencio sobre la solicitud elevada.

4.- PRUEBAS

Por parte de esta Sala de decisión, se practicó inspección judicial al proceso adelantado inicialmente en el Juzgado Octavo Penal Municipal de Ibagué (Tol.) y luego, en el accionado Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que actualmente vigila la ejecución de la pena impuesta.

5.- SE CONSIDERA
La acción de tutela se erige en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir este, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

El problema  que ha sido puesto en consideración de la Sala, en su rol de juez constitucional, consiste en que se pretende atacar una decisión judicial por este medio extraordinario, en aras de obtener una acumulación jurídica de las penas que le fueron impuestas al actor mediante sentencias condenatorias debidamente ejecutoriadas. 

Al respecto debe decirse que de antaño ha quedado claro que la acción de tutela no es mecanismo idóneo para desestabilizar decisiones judiciales, a menos, claro está, que se trate de una vía de hecho y ese no es precisamente el caso de la actuación que se ha revisado. 

No puede desconocer la Sala que la pretensión principal del actor, radica precisamente en que por medio de la acción de tutela, el Juez Constitucional imponga su criterio sobre el del Juez natural que de manera clara y motivada ha decidido no otorgar la acumulación jurídica de penas solicitada.

Vale entonces la pena recordar que dentro de los pilares que sustentan al servicio público de la administración de justicia, la independencia del juez es un principio insoslayable, habida cuenta de estar obligado a fundamentar sus decisiones apoyado en la Constitución y en la Ley de manera estricta y como criterio auxiliar en la jurisprudencia, principalmente de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional en sus roles de máximo tribunal de casación con funciones precisamente de unificador de jurisprudencia y de intérprete calificado del espíritu de la Constitución, respectivamente. Por tanto, no resulta viable para la Sala, proferir una orden como la que reclama el accionante, precisamente por respeto a esa autonomía e independencia que le han sido otorgadas a los jueces dentro del ordenamiento jurídico que impera en nuestro país.

Aparte de lo anteriormente anotado y una vez se ha practicado la inspección judicial a las diligencias adelantadas con motivo de las conductas punibles cometidas por el ahora accionante, salta a la vista que actualmente se está dando trámite al recurso de apelación que el demandante interpuso contra la decisión que le negó la acumulación jurídica pedida. Esta particular circunstancia, permite colegir sin mayores elucubraciones que en verdad, se cuenta con otro medio de defensa judicial en aras de proteger los supuestos derechos que denuncia como vulnerados.

En esas condiciones, necesariamente debe acudirse a lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela, y declarar la improcedencia de la acción constitucional en el presente evento, de conformidad con lo dispuesto en su artículo 6º, numeral primero (1º) que dice: 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

Aclarado lo anterior, conviene precisar que tampoco se evidencia cuál puede ser la vulneración que se está presentando respecto de los derechos fundamentales a la vida y a la libertad, a los que hizo referencia el demandante, porque ninguna alusión se hace respecto del primero y, en cuanto al segundo, la privación de la libertad que soporta actualmente el señor BOLÍVAR, es consecuencia directa de la sentencia que le fuera impuesta mediante procedimiento adelantado de conformidad con la normatividad legal vigente en su momento.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano JUAN FRANCISCO BOLÍVAR, por disponer de otro medio de defensa judicial.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

(Con permiso)

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

JHON FREDY LÓPEZ 

Secretario de la Sala 
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